El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / ARTÍCULO 121 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO / INEXEQUIBLE EXPRESIÓN “DE PLENO DERECHO” / SENTENCIA C-443 DE 2019 / LA NULIDAD DEBE ALEGARSE. 

La Corte Constitucional, a raíz de demanda de  inconstitucionalidad contra algunas de las reglas de esa disposición, decidió, en sentencia C-443 del 25 de septiembre de 2019, declarar la inexequibilidad de la expresión “de pleno derecho” contenida en el inciso 6 del artículo 121 del Código General del Proceso, y la exequibilidad condicionada del resto de este inciso, en el entendido de que la nulidad allí prevista debe ser alegada antes de proferirse la sentencia, y de que es saneable en los términos de los artículos 132 y subsiguientes del código general del proceso. (…)
Para la fecha en que el Juzgado Primero Civil del Circuito decidió separarse del conocimiento del asunto, aunque por medio de un comunicado de prensa, ya se conocía la decisión adoptada en el referido fallo C-443 de 2019, con el que puso fin a los distintos criterios que sobre la aplicación de la disposición de que se trata se venían aplicando por los jueces y magistrados de la jurisdicción civil.

Por ello, a esa providencia ha debido estarse el juzgado que venía conociendo del proceso y por ende, no ha debido declarar la nulidad prevista en el artículo 121 del Código General del Proceso, de acuerdo con la sentencia de constitucionalidad ya referida, que constituye cosa juzgada, pues ninguna de las partes la alegó y en consecuencia, puede considerarse saneada porque intervinieron en el proceso sin proponerla.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, febrero veinticinco (25) de dos mil veinte (2020)

Expediente No. 66001-31-03-003-2014-00040-02
Decide de plano esta Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Primero y Segundo Civiles del Circuito, ambos de Pereira, a propósito del conocimiento del proceso de oposición al deslinde y amojonamiento, instaurado por Mirasierra Sociedad en C.A. y Chaguaramos Sociedad en C.A. contra Hilda María Sanint Salazar y la Sociedad Alejandría e Hijos Sociedad en C.A.
A N T E C E D E N T E S 

1. La Jueza Primera Civil del Circuito de Pereira, quien venía conociendo del asunto, por auto del 1º de octubre del año pasado, declaró la nulidad de lo actuado con fundamento en el artículo 121 del Código General del Proceso.
Para decidir así, con apoyo en pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia y de esta Sala, concluyó que el término para fallar se encontraba vencido, como quiera el tránsito de legislación en el proceso se dio el 19 de enero de 2017, sin que hasta la fecha, por el gran cúmulo de trabajo, se haya proferido la sentencia.

2. Por su parte, el estrado judicial receptor, rehusó la atribución mediante proveído del 21 del mismo mes y año. Hizo un recuento de las decisiones que en relación con el artículo 121 del Código General del Proceso, ha tenido, en sede de tutela, la Corte Suprema de Justicia y de las de este tribunal que enlistó. Concluyó con fundamento en la sentencia C-443 de 2019, que la nulidad en cuestión, no opera de pleno derecho, sino que debe ser pedida por las partes, so pena de quedar saneada de conformidad con los artículos 132 y siguientes del código citado, y que como en este caso, ninguna de ellas la pidió, no ha debido la jueza, de oficio, declararla.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. Esta Sala es competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Primero y Segundo Civiles del Circuito de Pereira, de conformidad con el inciso 1º del artículo 139 del Código General del Proceso.

2. Es del caso determinar cuál de esos juzgados es el competente para tramitar el proceso de la referencia.

3. Para definir la cuestión, es necesario comenzar por decir que el artículo 121 del Código General del Proceso dice en lo pertinente: 

“Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada… 

Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin haberse dictado la providencia correspondiente, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso… 

Excepcionalmente el juez o magistrado podrá prorrogar por una sola vez el término para resolver la instancia respectiva, hasta por seis (6) meses más, con explicación de la necesidad de hacerlo, mediante auto que no admite recurso.

Será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia…”
4. La Corte Constitucional, a raíz de demanda de  inconstitucionalidad contra algunas de las reglas de esa disposición, decidió, en sentencia C-443 del 25 de septiembre de 2019
, declarar la inexequibilidad de la expresión “de pleno derecho” contenida en el inciso 6 del artículo 121 del Código General del Proceso, y la exequibilidad condicionada del resto de este inciso, en el entendido de que la nulidad allí prevista debe ser alegada antes de proferirse la sentencia, y de que es saneable en los términos de los artículos 132 y subsiguientes del código general del proceso.
 
5.  El artículo 243 de la Carta Política dice que los fallos que la Corte Constitucional dicte en ejercicio del control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional, figura sobre la que ha dicho la misma Corporación:

“La cosa juzgada constitucional “es una institución jurídico procesal que tiene su fundamento en el artículo 243 de la Constitución Política (…) mediante la cual se otorga a las decisiones plasmadas en una sentencia de constitucionalidad, el carácter de inmutables, vinculantes y definitivas.”
  Según este Tribunal, se trata de un atributo que “caracteriza un determinado conjunto de hechos o de normas que han sido objeto de un juicio por parte de un tribunal con competencia para ello y en aplicación de las normas procedimentales y sustantivas pertinentes.”
 Cuando se configura la cosa juzgada surge una prohibición, ha dicho este Tribunal, “de que el juez constitucional vuelva a conocer y decidir sobre lo resuelto.”
…”

 
6. Para la fecha en que el Juzgado Primero Civil del Circuito decidió separarse del conocimiento del asunto, aunque por medio de un comunicado de prensa, ya se conocía la decisión adoptada en el referido fallo C-443 de 2019, con el que puso fin a los distintos criterios que sobre la aplicación de la disposición de que se trata se venían aplicando por los jueces y magistrados de la jurisdicción civil.
7. Por ello, a esa providencia ha debido estarse el juzgado que venía conociendo del proceso y por ende, no ha debido declarar la nulidad prevista en el artículo 121 del Código General del Proceso, de acuerdo con la sentencia de constitucionalidad ya referida, que constituye cosa juzgada, pues ninguna de las partes la alegó y en consecuencia, puede considerarse saneada porque intervinieron en el proceso sin proponerla.

8. Así las cosas y sin que se requieran mayores consideraciones, se dirimirá el conflicto atribuyendo la competencia para conocer de esta actuación al Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira. Al Segundo, de la misma especialidad, se le informará el contenido de esta decisión.

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E   :

1º Dirimir el conflicto de competencia suscitado, en el sentido de declarar que es el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el competente para asumir el conocimiento del proceso de oposición al deslinde y amojonamiento instaurado por Mirasierra Sociedad en C.A. y Chaguaramos Sociedad en C.A. contra Hilda María Sanint Salazar y Alejandría e Hijos Sociedad en C.A.

2º En firme este auto, remítase el expediente al referido despacho e infórmese de la decisión adoptada al Juzgado Segundo Civil del Circuito de la misma  ciudad.
Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� MP. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez


�  Sentencia C-774 de 2001. También en ese sentido, las sentencias C-030 de 2003, C-1122 de 2004, C-990 de 2004, C-533 de 2005, C-211 de 2007, C-393 de 2011, C-468 de 2011, C-197 de 2013, C-334 de 2013 y C-532 de 2013.


� Sentencia C-462 de 2013. En la misma dirección las sentencias C-386/2015, C-456/2015 y C-500/2014.


� Sentencia C-774 de 2001


� Sentencia C-0007 de 2016
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